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RECOMENDACIÓN No. 011/2018-R 
 
SOBRE LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS 
HUMANOS AL TRABAJO DIGNO O DECENTE, A 
UN NIVEL DE VIDA ADECUADO, A LA SALUD, Y 
AL ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA, EN 
AGRAVIO DE V.  
 
 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; a 15 de noviembre 
de 2018.   

 
 
  

DRA. LETICIA GUADALUPE MONTOYA LIÉVANO 
SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL  
DEL INSTITUTO DE SALUD EN EL ESTADO.  
 

Distinguida Doctora:  

 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos, con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 98 de la Constitución Política del Estado de 
Chiapas; 1°; 2°, 4°, 5°, 18 fracciones I, XV y XVIII; 19, 27 fracción XXVIII, 37, 
fracciones I, III y V; 43, 45, 47, 50, 62, 63, 64, 66, 67, 68, 69, 70 y 71 de la Ley 
de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos; ha examinado los 
elementos de evidencia contenidos en el expediente CEDH/0890/2017, 
relacionado con el caso de la vulneración a los  derechos humanos en 
agravio de V.   

Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en 
los hechos y evitar que su nombre y datos personales sean divulgados, se 
omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 43 
párrafo quinto de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos y 
116, párrafos primero y segundo, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. Dicha información se pone de su 
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conocimiento como autoridad responsable a través de un listado adjunto 
en el que se describe el significado de las claves utilizadas, con el 
compromiso de dictar las medidas de protección de los datos 
correspondientes, para evitar poner en riesgo la integridad de las personas 
que aportaron información a esta Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos.  

En la presente Recomendación se hace referencia a distintas instituciones, 
dependencias, cargos de servidores públicos, documentos y normatividad, 
por lo que a continuación se presentan los acrónimos y abreviaturas 
utilizados, a efecto de facilitar la lectura y evitar su constante repetición:  

 
 Comisión Estatal. Comisión Estatal de los Derechos Humanos 

 
 Comisión Nacional. Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

 
 Constitución Federal. Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 
 

 Constitución Local. Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Chiapas 

 
 Ley de la CEDH. Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 

en el Estado de Chiapas.  
 

 Convención Americana. Convención Americana de Derechos 
Humanos.   
 

 PIDESC. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales, 
Culturales.   
 

 CrIDH. Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 

 SCJN. Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
 
I. HECHOS 
 
1. El 22 veintidós de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, la Comisión 
Estatal, radicó el expediente de queja CEDH/0890/2017, derivado del 
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escrito de V, en el que manifestó que el 04 cuatro de junio de 2009 dos mil 
nueve, fue contratada con el puesto de Enfermera General por el Instituto 
de Salud, adscrita al Hospital de la Mujer de San Cristóbal, con un horario 
de 07:00 a 15:00 horas de lunes a viernes y descansando sábado y 
domingo, con salario mensual de $15,920.00. Que el 31 treinta y uno de 
enero de 2014 dos mil catorce, fue despedida injustificadamente, por lo 
que el 14 catorce de marzo de 2014 dos mil catorce, presentó demanda 
ante la Junta Especial número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, 
radicándose el expediente J/O/421/2014; razón por la cual la Secretaría de 
Salud y la agraviada acordaron la reinstalación de esta última, lo cual se 
realizó a partir del 09 nueve de febrero de 2016 dos mil dieciséis. Que 
desde esa fecha V nuevamente comenzó a laborar para dicha Institución, 
pero que a pesar de dicho acuerdo, desde ese momento esa Secretaría 
ha omitido realizar el pago de los salarios laborados y prestaciones como 
aguinaldo, aún cuando en diversas ocasiones acudió a las oficinas del 
Instituto de Salud, para solicitar su pago, le manifestaron que los trámites 
administrativos eran tardados y que tenía que esperar para que le dieran 
de alta nuevamente. De lo anterior ha transcurrido mucho tiempo y se le 
ha privado del derecho de gozar de su salario.  

2. A fin de documentar las violaciones a derechos humanos, la Visitadora 
Adjunta encargada del trámite del expediente, recabó entrevistas con V 
así como con su abogado particular, realizó diligencias de campo y 
entrevistas a personal de esa Secretaría de Salud en el Estado. Así mismo 
solicitó informes a esa autoridad. La valoración lógico-jurídica de esta 
información es objeto de análisis en el capítulo de Observaciones de la 
presente Recomendación.       

3. Por su parte, esa Secretaría de Salud en el Estado, fue omisa en remitir los 
informes circunstanciados, requeridos por esta Comisión Estatal, por lo 
tanto se actúa en términos del artículo 59 de la Ley de la CEDH, que prevé: 
“la falta de rendición del informe o de la documentación que lo apoye, 
así, como el retraso injustificado en su presentación, además de la 
responsabilidad respectiva, tendrá el efecto de que en relación con el 
trámite de la queja se tengan por ciertos los hechos materia de la misma, 
salvo prueba en contrario recabada durante el procedimiento”.  
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II. EVIDENCIAS.   

4. Copia fotostática del Acuerdo de 30 treinta de enero de 2016 dos mil 
dieciséis, suscrito por los integrantes de la Junta Especial número Tres de la 
Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado, y en el que se señalan las 
12:00 horas del día 09 nueve de febrero de 2016 dos mil dieciséis, para que 
se lleve a cabo la Reinstalación de V, en la fuente de trabajo Instituto de 
Salud (…).  

5. Copia fotostática del Acta de 09 nueve de febrero de 2016 dos mil 
dieciséis, suscrita por la Actuaria Judicial, de la Junta Especial número Tres 
de la Local de Conciliación y Arbitraje, en la que obra la diligencia de 
Reinstalación de V en cumplimiento al Acuerdo de fecha 30 treinta de 
enero de 2016 dos mil dieciséis, antes señalado.  

6. Acta circunstanciada de gestión telefónica de 22 veintidós de 
noviembre de 2017 dos mil diecisiete, en la que la Visitadora Adjunta hace 
constar la entrevista al representante legal de V, y quien manifiesta: “(…) 
que la señora (…) desde el 09 de febrero de 2016, momento de su 
reinstalación, no le ha sigo pagado ningún sueldo ni prestación como 
aguinaldo, poniendo trabas como que no se le ha podido dar de alta en 
el sistema (…)”.     

7. Oficio CEDH/VGEAAM/VA/0694/2017 de 23 veintitrés de noviembre de 
2017 dos mil diecisiete, a través del cual este organismo solicitó al otrora 
Secretario de Salud en el Estado, los informes correspondientes respecto de 
los hechos constitutivos de la queja. El cual fue debidamente notificado el 
29 veintinueve de noviembre de 2017 dos mil diecisiete.        

8. Acta circunstanciada de gestión telefónica de 23 veintitrés de 
noviembre de 2017 dos mil diecisiete, por la cual la Visitadora Adjunta 
hace constar la entrevista al personal de la Subdirección Jurídica de la 
Secretaría de Salud en el Estado, quien señaló que revisando los archivos, 
tenía conocimiento del procedimiento jurisdiccional y de que V había sido 
reinstalada, pero que solicitaría información al área correspondiente para 
conocer si era cierto y porque no se le había pagado su salario.  
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9. Acta circunstanciada de 06 seis de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, 
por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la entrevista al 
representante legal de V y se le informa que se está en espera de que la 
Secretaría de Salud en el Estado rinda los informes correspondientes.  

10. Acta circunstanciada de gestión telefónica de 03 tres de enero de 2018 
dieciocho, por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la entrevista al 
personal de la Subdirección Jurídica de la Secretaría de Salud en el Estado, 
con la finalidad de verificar la remisión del informe solicitado por esta 
Comisión Estatal, quien señaló que solicitó la información al área 
correspondiente (Recursos Humanos) y que verificaría dicha situación.  

11. Acta Circunstanciada de 03 tres de enero de 2018 dos mil dieciocho, 
por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la entrevista al 
representante legal de V a quien se le informa, el resultado de la gestión 
telefónica señalada en el punto que antecede, en su caso refirió que 
esperaría el resultado y en caso de que no fuera atendida la solicitud, se 
dieran por cierto los hechos y el expediente fuera determinado conforme a 
derecho ya que su representada, la señora (…) refiriéndose a V se 
encontraba viviendo en una situación muy precaria puesto que después 
de haber sido reinstalada no había recibido el pago de su salario, que 
conforme a derecho le correspondía.  

12. Acta circunstanciada de 03 tres de enero de 2018 dos mil dieciocho, 
por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la llamada telefónica de la 
licenciada SP4, quien por indicaciones del licenciado SP1, personal 
adscrito a la Subdirección de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Salud 
en el Estado, informaba que había solicitado los requerimientos al área de 
Recursos Humanos de esa Institución para la realización de los pagos de V, 
pero que a la fecha dicha área no había dado respuesta a su petición. Por 
lo que realizaría un recordatorio. La Visitadora Adjunta le planteó la 
posibilidad de que a través de dicha área se solucionara la inconformidad 
de V en la vía conciliatoria, indicando que realizarían las gestiones para su 
atención.   

13. Oficio CEDH/VGEAAM/VA/0065/2018 de 29 veintinueve de enero de 
2018 dos mil dieciocho, a través del cual este organismo realizó 
recordatorio de la solicitud de informes realizada al otrora Secretario de 
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Salud en el Estado, respecto de los hechos constitutivos de la queja. El cual 
fue debidamente notificado el 30 treinta de enero de 2018 dos mil 
dieciocho.  

14. Acta circunstanciada de diligencia de 01 uno de febrero de 2018 dos 
mil dieciocho, por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la visita 
realizada a la Subdirección de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Salud 
en el Estado, con la finalidad de conocer las gestiones realizadas a fin de 
atender la solicitud de informes requerida a dicha autoridad por esta 
Comisión Estatal. En la entrevista realizada a SP1, personal adscrito a dicha 
área, manifestó lo siguiente:  

14.1. “… que mediante memorándums SAJ/DNC/5003/0005/2017 y 
SAJ/NC/5003/0070/2018 de 08 y 16 de enero de 2018, se solicitó a AR1, 
Subdirectora de Recursos Humanos de esa Institución, señalara las 
acciones implementadas para dar cumplimiento al Acuerdo de fecha 
30 de enero de 2016, emitido por la Junta Especial Número tres de la 
Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado, relativo a la reactivación 
de salarios y demás trámites administrativos de V, o que en su defecto 
precisara las acciones legales que le impiden dar cumplimiento al 
citado acuerdo, dándole un término de 24 horas para informar. Que no 
obstante lo anterior, hasta esa fecha no tenía respuesta de la referida 
Subdirectora de Recursos Humanos, que insistirían para que dicha área 
atendiera la petición”. Proporcionando copias fotostáticas de los citados 
documentos.  

15. Acta Circunstanciada de 02 dos de febrero de 2018 dos mil dieciocho, 
por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la entrevista al 
representante legal de V a quien se le informa, el resultado de la diligencia 
detallada en el punto que antecede.  

16. Acta Circunstanciada de 12 doce de marzo de 2018 dos mil dieciocho, 
por la cual la Visitadora Adjunta hace constar la entrevista a V y a su 
representante legal, a quien se le hizo del conocimiento la omisión de la 
autoridad para atender el requerimiento de esta Comisión Estatal e 
informándole que se procedería a realizar el pronunciamiento respectivo. 
A su vez, ésta manifestó que no veía que el Área de Recursos Humanos 
tuviera interés en realizar los trámites correspondientes para que se haga 
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efectivo su pago, lo cual consideraba injusto, por lo tanto solicitaba al 
Organismo, su pronunciamiento al respecto.     

17. Acta Circunstanciada de 5 cinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, 
por la que se hace constar la comparecencia de V en compañía de su 
abogado y señaló entre otras cosas, que se encuentra en una situación 
económica precaria debido a la falta de ingresos y ha tenido que 
solventar sus gastos con préstamos para comprar alimentos, pago de renta 
y atención médica por un padecimiento que adolece llamado 
“Meningioma Cervical”, lo cual ha complicado aún más su situación 
económica, puesto que al no estar dada de alta en su trabajo no puede 
tener acceso al servicio médico del ISSSTE, además de que es probable 
que requiera una cirugía cervical para atender su padecimiento; aunado 
a que no puede tener acceso a las incapacidades correspondientes, 
cuando su padecimiento requiere reposo por un lapso de dos meses. 
Agregó que ha presentado ya una demanda laboral ante la Junta 
Especial no. Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado, con 
número J/O/373/2017, por la falta de pago de salarios laborados no 
pagados. Anexa copias fotostáticas de las siguientes documentales:            

17.1. Copia fotostática del escrito de demanda de fecha 07 siete de 
marzo de 2017 dos mil diecisiete, presentado por el representante legal 
de V ante la Junta Especial número Tres de la Local de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado, en el que se reclama como acción principal los 
salarios devengados no pagados, entre otros.     

17.2. Copias fotostáticas de Acuerdos de fechas 06 seis de julio y 21 
veintiuno de septiembre de 2017 dos mil diecisiete; 23 veintitrés de enero, 
02 dos de marzo, 03 tres de abril y 28 veintiocho de mayo de 2018 dos mil 
dieciocho, realizados por la Secretaria de Acuerdos de la Junta Especial 
número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado, en los 
que se hace constar la solicitud de las partes (Apoderado Legal de V y 
el Representante del Instituto de Salud) para diferir la Audiencia de 
Conciliación, Demanda y Excepción, por encontrarse en pláticas 
conciliatorias, por lo que solicitan se señale nueva fecha y hora para su 
celebración.  
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17.3. Copias fotostáticas de diversas notas de remisión, respecto de 
estudios médicos, recetas, recibos de honorarios médicos, tickets de 
compra de medicamentos, resumen clínico realizado por el Hospital de 
Las Culturas, en San Cristóbal de las Casas, Chiapas el 04 cuatro de abril 
de 2018 dos mil dieciocho; hoja de referencia y contrareferencia del 
Hospital de la Mujer en San Cristóbal de las Casas, Chiapas, a la 
especialidad de Traumatología y Ortopedia, de 30 treinta de abril de 
2018 dos mil dieciocho, todas correspondientes a V.  

18. Acta Circunstanciada de Diligencias de 22 veintidós de mayo de 2018 
dos mil dieciocho, realizada por la Visitadora Adjunta de este Organismo, a 
la Secretaría de Salud en el Estado, obteniéndose de SP1, personal adscrito 
a la Subdirección Jurídica de dicha institución, que no se ha dando inicio a 
procedimiento administrativo de investigación en contra de personal 
alguno de esa Secretaría, por las omisiones de pago a V, ni por la falta de 
respuesta a los informes solicitados por esta Comisión Estatal.  

19. Acta Circunstanciada de Diligencias de 07 siete de junio de 2018 dos 
mil dieciocho, realizada por la Visitadora Adjunta de este Organismo a la 
Secretaría de Salud en el Estado, entrevistándose con AR2 y SP1 personal 
adscrito a la Subdirección Jurídica de dicha institución, a quienes les 
expuso la situación de salud de V y la falta del pago de sus salarios, 
quienes manifestaron encontrarse ya realizando diversas gestiones con el 
personal de Recursos Humanos y que se podría realizar un convenio de 
pago en el que dependiendo del cálculo se intentaría pagar el 50% en 
una sola exhibición y el resto en pagos diferidos, y que se daría de alta a V 
al ISSSTE para que reciba la atención médica que le corresponde. En ese 
acto la Visitadora Adjunta vía telefónica le comunicó al abogado de V 
dicha situación, quien manifestó que la agraviada estaba de acuerdo con 
dicho convenio.   

20. Acta Circunstanciada de 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil 
dieciocho, por el que se hace contar la llamada telefónica de la Visitadora 
Adjunta a AR2, Subdirector de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Salud, 
para conocer sobre las gestiones realizadas para hacer efectivo el pago a 
V, manifestando que el convenio podría realizarse el 01 uno ó 14 catorce 
de julio de 2018 dos mil dieciocho.   
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21. Acta Circunstanciada de 3 tres de agosto de 2018 dos mil dieciocho, 
en la que se hace constar la llamada telefónica realizada por la Visitadora 
Adjunta con AR2, Subdirector de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de 
Salud, quien informa que el día 06 seis de agosto de 2018 dos mil dieciocho 
tendría con exactitud la fecha para el pago a V.    

22. Acta Circunstanciada de 7 siete de agosto de 2018 dos mil dieciocho, 
en la que se hace constar la comparecencia de V acompañada de su 
abogado particular, quienes informaron a la Visitadora Adjunta que el 
pago que se había gestionado por este Organismo, ante las autoridades 
de salud, hasta esa fecha no se había realizado, ni había sido dada de 
alta en el Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del 
Estado (ISSSTE); agregando que el día anterior (6 seis de agosto), se 
presentó a su centro de trabajo a laborar (después de finalizada su 
incapacidad) y no le fue permitido el acceso, y al entrevistarse con SP2, 
Director del Hospital de la Mujer de San Cristóbal de las Casas, Chiapas; le 
informó que se encontraba despedida de su trabajo y que se retirara del 
lugar.       

23. Medida Precautoria número CEDH/MPC/0100/2018, emitida por este 
Organismo Estatal, mediante oficio número CEDH/CAQT/1033/2018 de 
fecha 07 siete de agosto de 2018 dos mil dieciocho, en la que se solicita a 
esa Secretaría de Salud en el Estado, se garantice a V la protección de su 
integridad física, psicológica, emocional, y su Derecho al Trabajo Libre de 
Violencia; así como la abstención por parte del personal directivo del 
Hospital de la Mujer de San Cristóbal de las Casas, Chiapas; de realizar en 
su contra intimidaciones o amenazas como consecuencia de la 
presentación de la queja. De la misma manera se solicitó sea remunerada 
en cuanto a sus salarios laborados no pagados, y proporcionarle los 
servicios de seguridad social que por derecho le asisten.  

24. Acta circunstanciada de 9 nueve de agosto de 2018 dos mil dieciocho, 
en la que se hace constar la recepción del correo electrónico de SP1, por 
el cual anexa informes respecto de la Medida Precautoria número 
CEDH/MPC/0100/2018.  

24.1. Oficio número DG/SAJ/DNC/5003/6948/2018 de 09 nueve de 
agosto de 2018 dos mil dieciocho, suscrito por AR2, Subdirector de 
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Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Salud en el Estado, por el cual 
remite informe circunstanciado de SP2, Director del Hospital de la Mujer 
en San Cristóbal de las Casas, Chiapas; en el que menciona que no se 
ha negado a V la entrada a su fuente de trabajo, mucho menos que se 
le haya despedido, lo cual puede ser corroborado por personal de este 
Organismo, para que V se presente a su centro de trabajo en el horario 
que le corresponde.  

24.2. Oficio número 54014/DIREC/377/2018 de 09 nueve de agosto de 
2018 dos mil dieciocho, suscrito por SP2, Director del Hospital de la Mujer 
en San Cristóbal de las Casas, Chiapas; por el cual informa entre otras 
cosas, que el 06 seis de agosto de 2018, aproximadamente a las 09:30 
horas se presentó V al Hospital de la Mujer, “… con la intención de 
reinstalarse laboralmente a este nosocomio…, motivo por el cual … le 
solicitó un documento de presentación ya que por cuestiones 
administrativas es necesario determinar diversos aspectos, como son 
turno, servicio de adscripción, etc. (…), ya que no se me ha informado 
por parte de oficinas centrales respecto del asunto, estando en 
conocimiento de que la C. (…) (refiriéndose a V), fue reinstalada en este 
Hospital de la Mujer de San Cristóbal de las Casas, el pago 
correspondiente a su salario aún no se cubría, sin embargo acatando a 
una orden judicial de hace aproximadamente dos años este Hospital de 
la Mujer aceptó laboralmente a la multicitada en el área de 
enfermería”.                 

25. Acta circunstanciada de 13 trece de agosto de 2018 dos mil dieciocho, 
en la que se hace constar la diligencia realizada por la Visitadora Adjunta 
al Hospital de la Mujer en San Cristóbal de las Casas, Chiapas; estando 
presentes V, y su Abogado particular, a fin de verificar su situación laboral, 
y en la que se obtuvo que el área asignada para ella es Tococirugía, lo 
que no afecta su calidad de Enfermera General, sin embargo refirieron: 
“que el problema que se presentaba con ella era que el Hospital 
desconocía su código y plaza para poder proporcionarle un puesto, 
además de carecer de una hoja de presentación, la cual es expedida por 
Oficinas Centrales de la Secretaría de Salud para poder determinar su 
espacio y condiciones laborales. Por lo que procederían a elaborar un 
expediente extraordinario ya que por no estar dada de alta en el sistema 
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de Recursos Humanos, no podían proporcionarle las tarjetas 
correspondientes de ingreso, pero se elaborarían unas provisionales”.  

26. Acta circunstanciada de 24 veinticuatro de octubre de 2018 dos mil 
dieciocho, en la que se hace constar la llamada telefónica de la 
Visitadora Adjunta al Abogado particular de V, quien manifestó que las 
condiciones violatorias de derechos humanos en contra de V persisten, ya 
que no le han pagado aún, y que el 18 dieciocho de octubre de 2018 dos 
mil dieciocho, se celebró una audiencia la cual fue diferida nuevamente 
ante el ofrecimiento de la Secretaría de Salud de conciliar, argumentando 
que está en gestiones para realizar el pago y el alta correspondiente.    

III. SITUACIÓN JURÍDICA  

27. El 14 catorce de marzo de 2014 dos mil catorce, V presentó demanda 
ante la Junta Especial número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, 
por Despido Injustificado en contra de la Secretaría de Salud y/o Instituto 
de Salud en el Estado, radicándose el expediente J/O/421/2014. En 
audiencia de Conciliación las partes acordaron su reinstalación, la cual se 
realizó el 09 nueve de febrero de 2016 dos mil dieciséis; fecha en que V 
comienza a laborar nuevamente para dicha Institución, sin embargo la 
Secretaría de Salud ha omitido realizar el pago de los salarios devengados 
y prestaciones como aguinaldo.   

28. El 07 siete de marzo de 2017, V presenta demanda laboral ante la Junta 
Especial no. Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado, con 
número de expediente J/O/373/2017, en el que se reclama como acción 
principal los salarios devengados no pagados, entre otros. En diversas 
ocasiones se ha diferido la Audiencia de Conciliación, Demanda y 
Excepción, por la manifestación de las partes de encontrarse en pláticas 
conciliatorias, toda vez que la Secretaría de Salud en el Estado ha 
expresado reiteradamente su voluntad de resolver la situación de V, sin 
que a la fecha de emisión de esta Recomendación lo haya hecho.  

29. Actualmente V se encuentra laborando en el Hospital de la Mujer en 
San Cristóbal de las Casas, Chiapas; sin estar dada de alta por el Área de 
Recursos Humanos de la Secretaría de Salud en el Estado, lo que le impide 
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gozar de sus derechos humanos laborales tales como percibir un salario, 
estabilidad en el empleo y prestaciones de seguridad social.     

30. A la fecha de elaboración de la presente Recomendación, este 
Organismo Estatal, no cuenta con evidencias de que La Secretaría de 
Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, haya dado inicio a procedimiento 
administrativo de responsabilidad en contra de servidores públicos 
involucrados en el presente caso.  

IV. OBSERVACIONES 

31. Antes de entrar al estudio de las violaciones a derechos humanos 
resulta importante precisar que uno de los cambios normativos que trajo 
consigo la reforma constitucional de 10 de junio del 2011, fue que se 
eliminó de la hipótesis de incompetencia de los Organismos Públicos de 
Derechos Humanos, el conocimiento de asuntos laborales. Por lo tanto en 
cumplimiento a la Constitución Federal, mediante Decreto número 308, 
publicado en el Periódico Oficial 077 2ª. Sección, Tomo III, de fecha 27 de 
diciembre de 2013, se emite la Ley de la CEDH, en la que se elimina dicha 
incompetencia y se amplía además la misma para conocer de quejas 
contra actos u omisiones de autoridades locales laborales cuando éstos 
tengan carácter formal y materialmente administrativos.  

32. Por lo que la citada reforma implicó por un lado la maximización de los 
derechos humanos laborales tanto en interpretación como en aplicación y 
por otro la ampliación de competencias de las Comisiones de Derechos 
Humanos, para conocer de quejas o actos de naturaleza laboral en el 
ámbito administrativo.  

33. La reforma se convierte en una forma más de volver exigibles los 
derechos humanos de naturaleza social, como el derecho al trabajo. Se 
trata de la instrumentación de garantías para que, en caso de violación 
de los derechos humanos laborales, se cuente con mecanismos 
institucionales para exigir su cumplimiento y observancia.1  

                                                           
1 “Programa de Capacitación y Formación Profesional en Derechos Humanos. Derechos Humanos Laborales”. 

CDHDF. 1ª. Edición 2013. 
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34. Cabe precisar que la competencia de las Comisiones de Derechos 
Humanos y por ende la de este Organismo Estatal, sólo se limita a conocer 
de quejas contra actos u omisiones de naturaleza administrativa por parte 
de las autoridades y servidores públicos estatales y/o municipales que 
violen derechos humanos en materia laboral; sin que puedan intervenir en 
asuntos laborales de carácter jurisdiccional.   

35. Para mayor certeza, se destaca lo que señala la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, en su publicación titulada “Programa de 
Capacitación y Formación Profesional en Derechos Humanos. Derechos 
Humanos Laborales”:  

35.1. “Específicamente, la CDHDF podrá conocer de toda queja contra 
actos u omisiones de naturaleza administrativa que presumiblemente 
violen derechos humanos laborales por parte de autoridades y 
servidores públicos, como pueden ser todos los órganos integrantes del 
Gobierno del Distrito Federal (secretarías de gobierno, juntas de 
conciliación y arbitraje), la Asamblea Legislativa, así como los órganos 
que dependen de ella y todos los entes públicos que formen parte de la 
jurisdicción del Distrito Federal. Todos ellos podrían incurrir en violación a 
derechos humanos laborales, como el derecho al trabajo; discriminación 
en el empleo; derecho a condiciones justas, satisfactorias y equitativas 
en el trabajo; igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor; 
libertad y asociación sindical; negociación colectiva; huelga, entre 
otros. De presentarse una queja ante la CDHDF en contra de un acto u 
omisión que presumiblemente viole un derecho humano al trabajo, la 
Comisión estará obligada, por disposición constitucional, a conocer e 
investigar y, en caso de demostrarse dicha violación, a emitir una 
recomendación a la autoridad responsable”.2  

36. En este mismo sentido podemos decir que la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos en el Estado de Chiapas, podrá conocer de toda 
queja contra actos u omisiones de naturaleza administrativa que 

                                                           
2 CDHDF. 1ª. Edición 2013, Módulo III, p. 50.      
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presuntamente violen derechos humanos laborales por parte de 
autoridades y servidores públicos, como pueden ser todos los órganos 
integrantes del Estado, tales como Secretarías del Gobierno Estatal y Juntas 
Locales de Conciliación y Arbitraje, entre otras.   

37. Así también es importante precisar que el incumplimiento de una 
sentencia o laudo, así como de los convenios o acuerdos celebrados ante 
las Juntas de Conciliación y Arbitraje3, que tienen como efecto inmediato 
su ejecución, por parte de autoridades o servidores públicos destinatarios 
de los mismos, se considera una omisión de naturaleza administrativa, por 
lo que constituye una violación de Derechos Humanos Laborales y por lo 
tanto esta Comisión Estatal es competente para conocer de quejas que se 
presenten contra tal incumplimiento; máxime si los efectos que éste 
produce ocasionan una serie de transgresiones a múltiples declaraciones y 
tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por México, 
como en el presente caso se analizan.  

38. Cabe señalar que el hecho de que en la Ley que rige el procedimiento 
laboral se prevea lo relativo a la ejecución de sus resoluciones, ello no es 
óbice para que esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos conozca 
del presente asunto, ya que la formulación de quejas y denuncias, así 
como las resoluciones y Recomendaciones que emite este Organismo 
Estatal, no afectan el ejercicio de otros derechos y medios de defensa que 
puedan corresponder a la afectada conforme a las leyes.            

39. Ahora bien, del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de 
evidencias que integran el presente expediente de queja, el cual se 
desarrollará con un enfoque de máxima protección de los derechos 
humanos, a la luz de los estándares e instrumentos jurídicos nacionales e 
internacionales en la materia, de precedentes emitidos por la Comisión 
Nacional, así como de criterios jurisprudenciales, tanto de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, como de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, para determinar la existencia de violaciones a los 
derechos humanos al Trabajo Digno o Decente, a un Nivel de Vida 
                                                           
3
Al que alude el artículo 876, fracción III de la Ley Federal del Trabajo, “… III.- Si las partes llegaren a un acuerdo 

se dará por terminado el conflicto. El convenio respectivo, aprobado por la Junta, producirá todos los efectos 
jurídicos inherentes a un Laudo;…” 
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Adecuado, a la Salud y al Acceso Efectivo a la Justicia, en agravio de V, 
por actos atribuibles al personal de esa Secretaría de Salud y/o Instituto de 
Salud en el Estado; las cuales serán analizadas a continuación:   

A. VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO AL TRABAJO DIGNO O DECENTE. 

40. Toda persona tiene derecho al trabajo. El derecho al trabajo es la base 
para la realización de otros derechos humanos y para una vida en 
dignidad. Incluye la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo 
libremente escogido o aceptado, con condiciones equitativas y 
satisfactorias, así como a percibir una remuneración en dichas 
condiciones, que le asegure así como a su familia una existencia digna.  

41. El derecho al Trabajo tiene tres elementos fundamentales: 1) libertad 
para ejercer cualquier profesión lícita sin injerencia de alguna autoridad 
pública; 2) derecho a tener un trabajo, que implica obligaciones positivas 
para el Estado, a fin de fomentar las circunstancias propicias para generar 
empleos; 3) dignidad, toda vez que el trabajo debe cumplir con un mínimo 
de condiciones justas.4     

42. La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 23 en 
relación con el derecho al trabajo, indica: “Toda persona tiene derecho al 
trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y 
satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. Toda 
persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por 
trabajo igual. Toda persona que trabaja tiene derecho a una 
remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su 
familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será 
completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de 
protección social”. 

43. De la misma forma el artículo 7 del PIDESC, establece claramente que 
toda persona tiene derecho a gozar de condiciones de trabajo equitativas 
y satisfactorias que le aseguren en especial:   

                                                           
4 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. “Derecho Humano al Trabajo y Derechos Humanos en el Trabajo” 

1ª. Edición noviembre de 2016. P. 7. 
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43.1. “a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los 
trabajadores: 

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin 
distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las 
mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con 
salario igual por trabajo igual; 

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 
conforme a las disposiciones del presente Pacto; 

b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su 
trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más 
consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad; 

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las 
horas de trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la 
remuneración de los días festivos”.5   

44. Ahora bien, la Observación General No. 18 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 7, especifíca claramente 
que el Trabajo según invoca el artículo 6 del PIDESC debe ser un trabajo 
digno. “Éste es el trabajo que respeta los derechos fundamentales de la 
persona humana, así como los derechos de los trabajadores en lo relativo 
a condiciones de seguridad laboral y remuneración. También ofrece una 
renta que permite a los trabajadores vivir y asegurar la vida de sus familias, 
tal y como se subraya en el artículo 7 del Pacto. Estos derechos 
fundamentales incluyen el respeto a la integridad física y mental del 
trabajador en el ejercicio de su empleo”.6  

                                                           
5 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Adoptado el 16 de diciembre de 1966, en 

vigor internacional a partir del 3 de enero de 1976. México se vinculó el 23 de marzo de 1981, promulgado en el 
Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981, entrada en vigor para México el 23 de junio de 1981. 

6 Observación General no. 18 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aprobada el 24 de 

noviembre de 2005 Ginebra. Naciones Unidas. Sobre el Derecho al Trabajo.       
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45. Así también en los artículos 13 y 23, hace una especificación importante 
respecto de las mujeres y el derecho al trabajo, mencionando que debe 
contarse con un sistema global de protección para luchar contra la 
discriminación de género y garantizar igualdad de oportunidades y de 
trato entre hombres y mujeres en relación con su derecho al trabajo; y 
precisa las obligaciones jurídicas específicas que impone el derecho al 
trabajo a los Estados Partes, tales como el de respetar el derecho de las 
mujeres a acceder a un trabajo digno.7  

46. Por su parte la OIT, fiel a sus objetivos de promover los derechos en el 
trabajo, fomentar oportunidades de empleo decente, mejorar la 
protección social y fortalecer el diálogo sobre cuestiones relacionadas con 
el trabajo, ha desarrollado la Agenda de Trabajo Decente, sobre cuatro 
pilares: la creación de empleo, los derechos en el trabajo, la protección 
social y el diálogo social, con la igualdad de género como un objetivo 
transversal.   

47. Siendo importante señalar que durante la Asamblea General de la ONU 
en septiembre de 2015, el trabajo decente y los cuatro pilares de la 
Agenda de Trabajo Decente, se convirtieron en elementos integrales de la 
nueva Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. El objetivo 8 de dicha 
Agenda, pide la promoción del crecimiento económico sostenido, 
inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente.  

48. El Trabajo Decente, resume las aspiraciones de las personas en su vida 
laboral. Implica oportunidades de trabajo productivo y ofrece un ingreso 
justo, seguridad en el lugar de trabajo y protección social para las familias, 
mejores perspectivas de desarrollo personal e integración social, libertad 
para que las personas expresen sus preocupaciones, se organicen y 
participen en las decisiones que afectan sus vidas e igualdad de 
oportunidades y trato para todas las mujeres y hombres.8  
                                                           
7 Observación General no. 18 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aprobada el 24 de 

noviembre de 2005 Ginebra. Naciones Unidas. Sobre el Derecho al Trabajo.       

 

8 (Véase OIT, “Trabajo Decente”, disponible en https://www.ilo.org/global/topics/decent-work/lang--en/index.htm página 

consultada el 05 de octubre de 2018).    
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49. El Estado Mexicano como miembro de la OIT9 y parte de los 
instrumentos ratificados en la materia, asumió el compromiso de respetar y 
garantizar el derecho al trabajo decente y, por tanto, la obligación 
inmediata de garantizar que este derecho sea ejercido y gozado sin 
discriminación alguna, así como adoptar medidas progresivas, deliberadas 
y concretas, dirigidas a su plena realización, circunstancia que se fortalece 
con lo previsto en los artículos 1° y 123 de la Constitución Federal y 2° de la 
Ley Federal del Trabajo.   

50. En este sentido, la Ley Federal del Trabajo en su artículo 2°, reformado el 
30 de noviembre de 2012, señala que las normas del trabajo tienden a 
buscar el equilibrio entre los factores de la producción y la justicia social, así 
como a propiciar el trabajo digno o decente. En otro párrafo del mismo 
artículo, se establece el concepto de trabajo digno o decente señalando 
entre otras, las siguientes características: 1) respeta la dignidad humana 
del trabajador, 2) “…” 3) se cuenta con acceso a la seguridad social y se 
percibe un salario remunerador (…).   

51. Por lo que podemos destacar que la clasificación de un trabajo como 
digno y/o decente presupone que respeta los derechos fundamentales del 
trabajador (a); “es aquel que es productivo; que genera un ingreso digno; 
que le da seguridad en el trabajo a las personas; que promueve el diálogo 
social; que otorga mayor protección social a las familias; que asegura la 
libertad para que las personas expresen sus opiniones y, al mismo tiempo, 
se puedan organizar y participar en las decisiones que los afectan; y que 
promueva la igualdad de oportunidad y trato para las mujeres”.10  

                                                                                                                                                                                 
 

9 A diferencia de los convenios internacionales del trabajo que solamente obligan a los Estados miembros que los 

ratifican, la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el Trabajo y su 
seguimiento rige automáticamente para todos los países que hayan aceptado la Constitución de la OIT, 
independientemente de que hayan ratificado o no los convenios fundamentales de dicha organización. 
Asimismo, el Estado mexicano se comprometió a cumplir el derecho al trabajo decente y periódicamente 
presenta informes sobre sus avances.  

10 Programa de Capacitación y Formación Profesional en Derechos Humanos. Derechos Humanos Laborales”. p. 

21. CDHDF. 1ª. Edición 2013.  
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52. De ahí que frente al trabajo decente, el Estado debe procurar el 
cumplimiento de sus obligaciones, en virtud de que el trabajo decente es 
el punto de convergencia de cuatro objetivos estratégicos: el empleo; la 
promoción de los derechos fundamentales en el trabajo; la protección 
social y el diálogo social, que en su conjunto, son coincidentes con diversos 
instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos11 y, 
reafirma que los derechos humanos laborales imponen al Estado la 
obligación de dictar medidas dirigidas al efectivo cumplimiento de los 
mismos.  

53. Los citados objetivos estratégicos se concretizan en el marco 
convencional, constitucional y legal en lo siguiente:12  

 Empleo estable, salario remunerador y prestaciones: tales como 
vacaciones, prima vacacional, aguinaldo, pago de horas extras, 
capacitación, etc., en condiciones de seguridad (entre otras, contar 
con herramientas, equipo y materiales necesarios para el 
desempeño de sus funciones y que garanticen su integridad física) y 
salud (ambiente laboral libre de violencia y en pleno respeto a la 
honra y dignidad, que garantice su integridad psicoemocional). 

 Seguridad social con equidad: Inscripción al sistema de seguridad 
social del marco laboral que le rija y garantice: 
Asistencia médica, preventiva y curativa 
Prestaciones económicas por enfermedad 
Prestaciones por vejez 
Prestaciones por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales 
Prestaciones familiares 

                                                           
11 Entre los instrumentos internacionales de los cuales México es parte se señalan la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de DESC (Protocolo de San 
Salvador) Convenio 95; Observación General 18 relativa al Derecho al Trabajo; Observación General 19 del 
Derecho a la seguridad social en vinculación (ambos del Comité de DESC), entre otros.  

12 El Catálogo de Derechos Humanos Laborales de la CDHDF, vigente a partir de octubre de 2014, tiene como 

referente el Trabajo Decente.  
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Maternidad 
Invalidez        
Sobrevivencia 
Vivienda 

 Cumplimiento de los derechos fundamentales en el trabajo; 
 Diálogo social con interlocutores legítimos: derechos de asociación, 

negociación colectiva y huelga.   

54. El trabajo digno o decente es fundamental para el bienestar de las 
personas, es un factor determinante para alcanzar la dignidad humana, 
facilita el progreso social y económico, fortalece a las personas, familias y 
comunidades. Por tal motivo, sin un trabajo decente resulta vano 
pretender alcanzar los objetivos de un nivel de vida digno, del desarrollo 
social y económico y pleno desarrollo personal y familiar, ya que el trabajo 
es la forma en que las personas pueden obtener los recursos para lograr el 
sustento, es decir, el ejercicio y goce de otros derechos fundamentales 
como la alimentación, vivienda, vestido, agua, educación, y derecho a la 
salud; todos componentes esenciales de una vida digna, que permita a las 
personas acceder a un nivel de vida adecuado; como lo analizaremos 
más adelante.     

55. En cuanto a las normas protectoras del salario, la Ley Federal del 
Trabajo, en los artículos 82, 99, 106 y 132 Frac. II, especifica que el salario es 
la retribución que debe pagar el patrón al trabajador por su trabajo, que el 
derecho a percibir los salarios devengados es irrenunciable y que es 
obligación del patrón pagar a sus trabajadores su salario, el cual no se 
suspende, salvo en casos y requisitos establecidos en esa Ley.  

56. Por su parte, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
Reglamentaria del Apartado B del artículo 123 de la Constitución Federal, 
establece:  

56.1. “Artículo 32.- El sueldo o salario que se asigna en los tabuladores 
regionales para cada puesto, constituye el sueldo total que debe 
pagarse al trabajador a cambio de los servicios prestados, sin perjuicio 
de otras prestaciones ya establecidas…”.  
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“Artículo 43.- Son obligaciones de los titulares a que se refiere el Artículo 
1o. de esta Ley:   

(…) 

VII.- Proporcionar a los trabajadores que no estén incorporados al 
régimen de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, las prestaciones sociales a que tengan derecho 
de acuerdo con la ley y los reglamentos en vigor; 

(…)” 

57. Luego entonces el derecho al trabajo digno o decente se ha vulnerado 
cuando el Estado incumple sus obligaciones mínimas, en algunos de los 
supuestos anteriores, es decir en el presente caso: a) A respetar, proteger y 
garantizar los derechos al salario remunerador y prestaciones económicas, 
y b) Al goce y ejercicio de prestaciones sociales.  

58. En este sentido, considerando la omisión de la secretaría de Salud y/o 
Instituto de Salud en el Estado, de cumplir a cabalidad el Acuerdo de 
fecha 30 de enero de 2016 emitido por la Junta Especial número 3 de la 
Local de Conciliación y Arbitraje, en el que se especifica “…para que se 
lleve a cabo la reinstalación de la Actora (V)en la fuente de trabajo 
Instituto de Salud…”, derivado de una Conciliación entre ésta y el Instituto 
de Salud en el Estado; que si bien es cierto el 09 de febrero de 2016 es 
reincorporada a sus labores, con la determinación que se realizara en los 
mismos términos y condiciones en las que se venía desempeñando con el 
puesto de Enfermera General, adscrita al área de Urgencias del Hospital 
de la Mujer en la ciudad de San Cristóbal de las Casas, Chiapas, con todos 
los derechos y prerrogativas que prevé la Ley Federal del Trabajo a su 
favor; también lo es que desde esa fecha hasta la actualidad, la 
Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud ha omitido realizar el pago de los 
salarios devengados, prestaciones económicas y de seguridad social, bajo 
el argumento según le han referido a V, que los trámites administrativos son 
tardados y que tiene que esperar para que le den de alta nuevamente.  

59. Por lo que es evidente que se viola el derecho al trabajo digno o 
decente de V, afectando su derecho a percibir su salario y acceder a las 
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prestaciones económicas, así como a la seguridad social que garantiza la 
salud personal y familiar, y la posibilidad de gozar de pensiones. Con esto 
se afecta también la posibilidad de acceder a una vida digna, a un nivel 
de vida adecuado, reconstruir y concretar el proyecto de vida personal y 
familiar, pues del salario y las prestaciones sociales y económicas depende 
el ejercicio de otros derechos como el acceso a un nivel de vida 
adecuado, a la educación, salud, vivienda; tanto personal como familiar, 
como se verá más adelante.  

60. Esta Comisión Estatal, solicitó el 23 de noviembre de 2017 y 29 de enero 
de 2018 a la Secretaría de Salud en el Estado, informes circunstanciados de 
los hechos antes referidos por V, sin recibir respuesta alguna de dicha 
Institución, por lo que la Visitadora Adjunta encargada del trámite del 
expediente de queja, se constituyó a la Subdirección Jurídica de la misma, 
a fin de obtener una respuesta a los informes solicitados.   

61. De dicha diligencia se obtuvo que el 8 y 16 de enero de 2018, esa 
Subdirección de Asuntos Jurídicos, había requerido a AR1, Subdirectora de 
Recursos Humanos, que señalara las acciones realizadas para dar 
cumplimiento al Acuerdo de fecha 30 de enero de 2016 emitido por la 
Junta Especial número 3 de la Local de Conciliación y Arbitraje, dándole 
un término de 24 horas, sin que hasta la presente fecha, AR1, haya rendido 
dicho informe; por lo que en términos del artículo 59 párrafo segundo de la 
Ley de la CEDH se tienen por ciertos los hechos planteados por V en su 
queja.    

62. Lo anterior, permite acreditar de manera fehaciente en agravio de V la 
violación a su derecho humano al trabajo digno y decente, toda vez que 
hasta la presente fecha no se ha respetado su dignidad humana como 
trabajadora ya que no cuenta con las condiciones justas y equitativas de 
trabajo, ni se le ha realizado el pago de su salario devengado del 09 de 
febrero de 2016 que fue reinstalada, a la fecha, así como de otras 
prestaciones.  

63. La omisión, negativa y/o obstrucción de AR1 y/o del personal adscrito a 
la Subdirección de Recursos Humanos, encargado de hacer efectivas las 
prestaciones laborales de V, violenta flagrantemente sus derechos 
humanos laborales, puesto que a más de dos años de su reinstalación no 
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ha sido dada de alta y por ende no puede gozar de los beneficios y 
derechos que como trabajadora le corresponden, tales como tener un 
empleo estable, salario remunerador y prestaciones, así como la 
Inscripción al sistema de seguridad social que le corresponda y le 
proporcione todos los beneficios señalados en párrafos anteriores.    

64. Es importante destacar que como se ha podido apreciar en el párrafo 
23 del capítulo de Evidencias del presente documento, esta Comisión 
Estatal, emitió a esa Institución la medida precautoria número 
CEDH/MPC/0100/2018, derivado de la manifestación de V, respecto a un 
presunto despido injustificado por parte de SP2, el día 6 de agosto de 2018, 
sin embargo a través de la intervención de este Organismo y de la visita 
realizada por la Visitadora Adjunta a su fuente de trabajo ubicada en el 
Hospital de la Mujer en San Cristóbal de las Casas, se constató la 
reubicación de V en el área de Tococirugía, con su categoría de 
Enfermera General. Sin embargo persiste la omisión en cuanto a 
garantizarle sus derechos humanos laborales como se ha precisado 
anteriormente.     

65. Lo cual se corrobora con lo manifestado por su jefe inmediato SP2 en el 
oficio número 54014/DIREC/377/2018, de fecha 09 de agosto de 2018, 
quien refiere: “…a lo cual le respondí preguntando por su situación laboral, 
ya que no se me ha informado por parte de oficinas centrales respecto del 
asunto… y el pago correspondiente a su salario aún no se cubría…”. Así 
como también lo referido por SP3, encargado del Área Jurídica del 
Hospital de la Mujer en San Cristóbal de las Casas, Chiapas; al ser 
entrevistado por la Visitadora Adjunta de este Organismo, quien manifestó 
entre otras cosas: “… que el único problema que había era que 
desconocían en el hospital su código y plaza para así poder asignarle un 
puesto…” y por no contar con una hoja de presentación, la cual es 
expedida por oficinas centrales de la Secretaría de Salud, no podían 
determinar su espacio y sus condiciones laborales, y agregaron que 
procederían a elaborar un expediente extraordinario “… ya que por no 
estar dada de alta en el sistema de Recursos Humanos, no podían 
proporcionarle las tarjetas correspondientes de ingreso, pero se elaborarían 
unas provisionales”.   
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66. Sin que se puedan precisar hasta este momento, las causas, 
fundamentos y motivaciones por las cuales la Subdirección de Recursos 
Humanos de esa Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, ha 
sido omisa en otorgar a V, todas y cada una de las prestaciones laborales 
a las que tiene derecho, lo anterior como consecuencia de la falta de 
rendición de informes por parte de dicha autoridad. Lo que evidencia un 
modelo laboral discriminatorio por parte de esa autoridad en sus relaciones 
laborales, toda vez que se acredita que hay un trato desigual, ya que 
existen personas trabajadoras que sí perciben las prestaciones y otra a 
quien se le niegan, sin un criterio de razonabilidad legal que lo justifique.  

67. Lo que permite concluir a esta Comisión Estatal, que esa Secretaría de 
Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, en el presente caso, vulneró el 
derecho al trabajo digno o decente de V, en su modalidad de derecho al 
salario remunerador y prestaciones, y al derecho a la seguridad social.        

68. Esta situación ha generado en V un detrimento significativo en su 
economía, al tener que realizar tanto ella como EV, préstamos económicos 
para subsistir, pago de rentas y atenderse medicamente; lo cual le 
producen intereses muy elevados, y lo han hecho para mantener a sus tres 
hijos de 2, 8 y 13 años de edad, quienes a su vez no pueden tener una 
estabilidad emocional al advertir las carencias económicas que sufren 
como familia derivado de la falta de ingresos de su parte. Lo cual genera 
otra serie de violaciones a sus derechos humanos, como veremos a 
continuación.      

B. VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO Y A LA 
SALUD.   

69. La Constitución Federal, en su artículo 1° tercer párrafo dispone, entre 
otras cuestiones que, todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.  

70. Por su parte la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señala que los 
Principios de Interdependencia e Indivisibilidad, consisten en: “…que están 
relacionados entre sí, esto es, no puede hacerse ninguna separación ni 
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pensar que unos son más importantes que otros, deben interpretarse y 
tomarse en su conjunto y no como elementos aislados. Todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e 
interdependientes; debe darse igual atención y urgente consideración a la 
aplicación, promoción y protección de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales; esto es, complementarse, potenciarse o 
reforzarse recíprocamente…”.13 Por lo tanto podemos precisar que todos 
los derechos humanos se encuentran vinculados íntimamente entre sí, de 
tal forma, que el respeto y garantía o bien, la transgresión de alguno de 
ellos, necesariamente impacta en otros derechos.   

71. Y como podemos advertir en el presente caso, la violación al derecho 
humano al trabajo digno o decente, se encuentra ligado a la efectividad 
de otros derechos humanos y como su ejercicio puede ser una condición 
indispensable para la garantía de un vida digna; que en la mayoría de los 
casos, es la consecuencia de la desprotección del Estado y la subsecuente 
vulneración de varios derechos humanos y, por ello, se puede afirmar que 
es el resultado de la violación, por acción o por omisión, de uno o múltiples 
derechos, dando inicio a un ciclo de violaciones.14  

72. Es decir, una persona que ha sido víctima de violación a sus derechos 
humanos, se encuentra en tal situación de desprotección que es 
susceptible de la vulneración nuevamente de sus derechos, los cuales se 
encuentran relacionados con el nivel de vida adecuado de las personas, 
como veremos a continuación:  

 Derecho a un nivel de vida adecuado.  

73. Esta Comisión Estatal en la Recomendación 02/2018, señaló que el 
derecho a un nivel de vida adecuado es aquel que tienen todas las 

                                                           
13 SCJN. TESIS 2003350. I.4o.A.9 K (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta. Libro XIX, abril de 2013, Pág. 2254. 

 

14 CEDH. Recomendación no. 02/2018-R, emitida el 31 de julio de 2018, párr. 123.  
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personas a la satisfacción de las necesidades básicas, entre las que se 
cuentan la alimentación, el vestido, la vivienda, los servicios de asistencia 
médica y social, e inclusive un medio ambiente sano, de forma tal que la 
suma de estas condiciones les permita participar y desarrollarse física, 
mental y socialmente en la comunidad. En otras palabras, este derecho 
conlleva una referencia al disfrute de una vida digna y, por ello, se afirma 
que “la ausencia de un nivel de vida adecuado está relacionada con 
medios de subsistencia limitados o inseguros”.15  

74. El reconocimiento de este derecho se encuentra en los artículos 25 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 11 del Pacto de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 12 del Protocolo de San 
Salvador y 27 de la Convención de los Derechos del Niño. Así mismo, el 
artículo 4º de la Constitución Federal señala que todas las personas tienen 
derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, la cual debe 
ser garantizada por el Estado, y que también todas las personas tienen 
derecho a la protección de la salud.  

75. Por su parte la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su tesis con 
el rubro: “DERECHO A ACCEDER A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO. SU PLENA 
VIGENCIA DEPENDE DE LA COMPLETA SATISFACCIÓN DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES PROPIOS DE LA ESFERA DE NECESIDADES BÁSICAS DE LOS 
SERES HUMANOS”, señaló que:  

75.1. “Del texto actual del artículo 4º de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos se desprende, si bien no en estos términos 
literales, un derecho fundamental de toda persona a acceder a un nivel 
de vida adecuado o digno (…). Una característica distintiva de este 
derecho es la íntima relación que mantiene con otros derechos 
fundamentales, tales como el derecho a la vida, alimentación, vestido, 
vivienda, educación y salud, pues es claro que para que una persona se 
encuentre en condiciones de alcanzar un determinado nivel de 
bienestar requiere que todas sus necesidades básicas se encuentren 
adecuadamente satisfechas. Así, se advierte que la plena vigencia del 

                                                           
15 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Proyecto final de los Principios Rectores sobre la 

extrema pobreza y los derechos humanos, presentado por la Relatora Especial sobre la extrema pobreza y los 
derechos humanos, Magdalena Sepúlveda Carmona”, 18 de julio de 2012, doc. A/HR/21/39, párr. 73.        
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derecho fundamental a un nivel de vida adecuado o digno depende a 
su vez de la completa satisfacción de esta esfera de derechos propia de 
las necesidades básicas de los seres humanos”.     

76. En suma, el derecho a un nivel de vida adecuado está conformado por 
la garantía de varios derechos humanos: alimentación, vestido, vivienda, 
atención médica, y en general, cualquier cuestión que sea necesaria para 
que una persona pueda vivir en condiciones de dignidad, los cuales en 
caso de persistir la omisión de la autoridad responsable en el presente 
caso, se pudieran seguir violentando o ser seriamente violentados, como a 
continuación se precisa.  

 Derecho a la alimentación y educación.  

77. El derecho a la alimentación se encuentra reconocido 
internacionalmente en el artículo 12 del Protocolo de San Salvador, el cual 
señala “que toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le 
asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, 
emocional e intelectual”.16 Según el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el derecho a una alimentación adecuada está 
inseparablemente vinculado a la dignidad inherente de la persona y es 
indispensable para el disfrute de otros derechos.17  

78. La violación del derecho a la alimentación puede afectar el disfrute o 
ejercicio de otros derechos humanos: una adecuada nutrición es un 
componente tanto del derecho a la salud como del derecho a la 
alimentación; cuando las personas no se pueden alimentar y enfrentan el 
riesgo de hambre, desnutrición o las enfermedades resultantes, se puede 
poner en riesgo su derecho a la vida; cuando una casa carece de 
elementos básicos puede menoscabarse el derecho a la alimentación 
adecuada de sus residentes; el hambre y la desnutrición afectan la 

                                                           
16 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”. Artículo 12.1. 

17 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, “El derecho a una alimentación 

adecuada (art. 11), Observación General 12”, 12 de mayo de 1999, doc. E/C.12/1999/5, párr. 4.  
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capacidad de aprendizaje de los niños y pueden obligarlos a abandonar 
la escuela y a trabajar en lugar de educarse, lo que pone en riesgo el 
ejercicio del derecho a la educación.18        

79. Como se señaló en párrafos que anteceden la omisión de esa 
autoridad de hacer efectivas las prestaciones laborales a V, ha generado 
un detrimento en su economía, puesto que ha tenido que recurrir a 
préstamos económicos para poder subsistir, esto de inicio violenta su 
derecho a un nivel de vida adecuado, sin embargo en caso de persistir la 
falta de pago de salario y demás prestaciones, podría vulnerar su derecho 
a la alimentación ya que al no contar con los recursos económicos 
necesarios, para adquirirlos queda imposibilitada para satisfacer las 
necesidades básicas en alimentación tanto para ella como para su familia.   

80. En cuanto al derecho a la educación, está reconocido en el artículo 3 
de la Constitución Federal y en los artículos 26 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, 12 de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del hombre, 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales y 13 del Protocolo de San Salvador. Estos artículos 
señalan que la educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y del sentido de su dignidad.  

81. La educación es un derecho indispensable para ejercer otros derechos 
humanos, pues es el principal medio que permite a adultos y menores de 
edad, marginados económica y socialmente, salir de la pobreza y 
participar plenamente en sus comunidades.19 También es un bien básico 
indispensable para la formación de la autonomía personal y, por ende, 
para ejercer el derecho al libre desarrollo de la personalidad.20    

82. De la misma forma y aunque es de precisar, que si bien V, no 
argumentó ante esta Comisión Estatal, violación al derecho a la 

                                                           
18 Comisión Estatal. Recomendación 02/18, párr. 131. 

19 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, “El derecho a educación 

(artículo 13), Observación General 13”, 21 período de sesiones, 1999, doc. E/C.12/1999/10, párr. 1. 

20 Ver tesis con el rubro “DERECHO A LA EDUCACIÓN BÁSICA. SU CONTENIDO Y CARACTERÍSTICAS”, Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y su Gaceta, décima época, tomo I, libro 37, diciembre de 2016, p. 363. 
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educación de sus hijos menores de edad, como se precisó anteriormente, 
sí señaló que ha tenido que pedir préstamos económicos a fin de que éstos 
no se vean mayormente afectados, por lo que de manera indirecta sí se 
ha puesto en riesgo dicho derecho, ya que en caso de que no se 
garantice de manera pronta el derecho de V a recibir sus prestaciones 
laborales de forma íntegra, es probable que se vea en la necesidad de 
retirar a sus hijos de sus respectivas escuelas, ante los escasos o nulos 
recursos económicos, para solventar los gastos inherentes a su educación.  

 Derecho a una vivienda adecuada.  

83. El derecho a una vivienda adecuada es el derecho de todas las 
personas a tener un hogar y una comunidad seguros en que puedan vivir 
en paz y en dignidad.21 Sobre este derecho, el Comité de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas señaló, en su 
Observación General No. 4, que:  

83.1. “La dignidad inherente a la persona humana", de la que se dice 
que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término "vivienda" se 
interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas 
consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe 
garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a 
recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que figura en el 
párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a 
secas, sino de vivienda adecuada (…) significa disponer de un lugar 
donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad 
adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura 
básica adecuada y una situación adecuada en relación con el trabajo 
y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable".22  

                                                           
21 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la vivienda 

adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho de no 
discriminación a este respecto, Sr. Miloon Kothari”, 13 de febrero de 2008, doc. A/HRC/7/16, párr. 4. 

22 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, “El derecho a una vivienda 

adecuada (párrafo 1 del artículo 11), Observación General 4”, Sexto período de Sesiones, 1991, doc. E/1992/23, 
párr. 7. 
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84. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que el alcance 
del contenido de este derecho está encaminado a que todas las 
personas, sin exclusión, tengan una vivienda adecuada, lo cual no se 
satisface con el mero hecho de que las personas tengan un lugar para 
habitar, cualquiera que ésta sea, “sino que para que ese lugar sea 
considerado una vivienda adecuada, debe cumplir con los estándares 
señalados por el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales”.23  

85. En este sentido, la omisión de la inscripción o aportación y 
enteramiento de cuotas al sistema de seguridad social puede generar 
como consecuencia una violación al derecho a la vivienda o riesgo de 
pérdida de la misma; con lo cual se estaría violentando la ley de la materia 
al no brindarle a V los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar 
tal objetivo, ya que como lo ha manifestado ante este Organismo, no 
cuenta con una vivienda propia, por lo que tiene que pagar una renta y 
ante la falta de salario, cada vez se le dificulta más cubrir esa necesidad 
primordial de techo y cobijo para ella y su familia.   

 Derecho a la Salud.  

86. La salud se ha definido como "un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente como ausencia de afecciones o 
enfermedades".24 El derecho a la protección de la salud debe entenderse 
como un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, 
servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible 
de salud.25  

87. El derecho a la salud se relaciona con múltiples derechos, tal y como lo 
señala el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas:  

                                                           
23 Ver tesis con el rubro “DERECHO FUNDAMENTAL A UNA VIVIENDA DIGNA Y DECOROSA. ALCANCE DEL 

ARTÍCULO 4º., PÁRRAFO SÉPTIMO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y su Gaceta, décima época, libro 5, tomo I, abril de 2014, p. 798.  

24 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General No. 12 “Derecho a la Salud”, 

párr. 4. 

25 ídem párr. 9. 
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87.1. “…el derecho a la salud abarca una amplia gama de factores 
socioeconómicos que promueven las condiciones merced a las cuales 
las personas pueden llevar una vida sana, y hace ese derecho extensivo 
a los factores determinantes básicos de la salud, como la alimentación y 
la nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia potable y a 
condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y 
sanas y un medio ambiente sano”.26  

88. Los servicios médicos esenciales pueden ayudar a prevenir tasas 
elevadas de mortalidad y enfermedad mediante estrategias preventivas y 
curativas, sin embargo al no contar V con la asistencia médica, preventiva 
y curativa, ni prestaciones económicas por enfermedad, derivado de la 
falta de inscripción al sistema de seguridad social que le corresponde, se 
encuentra actualmente tanto ella como su familia, en una situación de 
desprotección total, toda vez que como refirió ante personal fedatario de 
este Organismo Estatal, a partir del 04 de abril de 2018, comenzó a 
presentar síntomas de un padecimiento denominado “Meningioma 
Cervical”, lo que ha complicado aún más su situación económica, puesto 
que al no estar dada de alta en su trabajo, no puede tener acceso al 
servicio médico que le corresponde (ISSSTE).   

89. Agregó que derivado de dicha enfermedad, ha tenido que pagar de 
manera particular todos sus estudios médicos, tales como resonancias 
magnéticas, radiografías, punción lumbar; así como medicamentos, 
consultas médicas especializadas (Traumatología y Neurología), gastos de 
hospitalización, que constituyen un monto aproximado de $70,000.00 
(setenta mil pesos 00/100 M.N.). Aunado a una cirugía cervical que es 
probable que requiera, según el diagnóstico de su médico particular para 
atender el meningioma, la cual tiene un costo en lo particular de 
$120,000.00 (ciento veinte mil pesos 00/100 M.N), cuando dicho servicio 
podía ser otorgado por el ISSSTE.  

90. De la misma forma se ve afectada por esta situación, ya que ni en su 
centro de trabajo (Hospital de la Mujer en San Cristóbal de las Casas), ni en 
el Hospital de las Culturas de dicha ciudad, le han querido brindar 

                                                           
26 Ibídem, párr. 4. 
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atención médica ni proporcionarle medicamentos para subsanar su falta 
de servicio médico al ISSSTE, además de que no puede tener acceso a las 
incapacidades que dicho Instituto otorga, ya que derivado de la 
enfermedad que padece ha requerido estar en reposo absoluto por más 
de dos meses continuos, por no tener movilidad en la mayor parte del 
cuerpo; resultándole muy complicado que le hagan válida las 
incapacidades particulares.        

91. Por lo tanto la Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, 
también es responsable de la violación del derecho humano a la 
protección de la salud de V, al omitir proporcionarle las prestaciones de 
seguridad social que por ley, le corresponden.   

C. VIOLACIÓN AL DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA.  

92. El acceso a la justicia es un principio básico del estado de derecho. 
Sin acceso a la justicia, las personas no pueden hacer oír su voz, ejercer sus 
derechos, hacer frente a la discriminación o hacer que rindan cuentas los 
encargados de la adopción de decisiones.27  

93. El derecho a una adecuada protección judicial por parte del Estado, 
forma parte de los pilares básicos de una sociedad democrática y de los 
sistemas de protección de los derechos humanos, implica contar con un 
recurso efectivo para solucionar una situación jurídica infringida y que 
dicho recurso sea capaz de producir los resultados para los cuales fue 
creado, es decir que no sea ilusorio. Así mismo este derecho contempla la 
posibilidad de ejecutar las sentencias o resoluciones firmes emitidas por 
autoridades judiciales y administrativas, e impone a los Estados la 
obligación de acatar y hacer cumplir dichas determinaciones en un plazo 
razonable y sin dilación. Con la finalidad de garantizar a las personas el 
acceso efectivo a la justicia.  

94. El artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
señala lo siguiente:  

                                                           
27 Acceso a la justicia - Naciones Unidas y el Estado de Derecho. https://www.un.org/ruleoflaw/es/thematic-

areas/access-to-justice.../access-to-justice/Pagina consultada el 10 de octubre de 2018. 
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94.1. "Articulo 25.1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que 
actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

[ ... ] 

e) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de 
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso".  

95. De la misma forma la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
ha establecido que:  

95.1. “El artículo 25 de la Convención hace alusión directa al criterio de 
efectividad del recurso judicial, el cual no se agota con la sentencia de 
fondo sino con el cumplimiento de dicha decisión. ( ... ) La efectividad 
del recurso, en tanto derecho, es precisamente lo que se consagra en el 
último inciso del artículo 25 de la Convención, donde se establece la 
obligación del Estado de garantizar el cumplimiento de las decisiones en 
que se haya estimado procedente un recurso. Tal obligación es la 
culminación del derecho fundamental a la protección judicial".28  

96. Es así que un recurso no es efectivo, cuando el Estado no garantiza la 
ejecución de las resoluciones judiciales o administrativas por parte de las 
autoridades obligadas a cumplirlas. Por lo tanto, para que el Estado 
garantice un efectivo derecho de acceso a la justicia, no basta con la 
existencia de sistemas legales mediante los cuales las autoridades 
competentes emitan resoluciones, ni con la existencia formal de recursos, 
sino que éstos deben ser efectivos y como parte de la efectividad de los 
recursos se debe garantizar el cumplimiento de sus resoluciones en un 
plazo razonable. En este sentido la responsabilidad del Estado no termina 

                                                           
28 CIDH. Informe No. 110/00. Caso 11.800 César Cabrejos Bernuy vs. Perú, 4 de diciembre de 2000, párr. 29 y 30. 
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cuando las autoridades competentes emiten la resolución respectiva; 
además es necesario que:  

96.1. "El Estado garantice los medios para ejecutar dichas decisiones 
definitivas (...) la efectividad de las sentencias depende de su ejecución. 
El proceso debe tender a la materialización de la protección del 
derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la 
aplicación idónea de dicho pronunciamiento (...) Para satisfacer el 
derecho de acceso a un recurso efectivo, es preciso que existan 
mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones o sentencias, de 
manera que se protejan efectivamente los derechos declarados (...) La 
ejecución de las sentencias debe ser considerada como parte 
integrante del derecho de acceso al recurso, que abarque también el 
cumplimiento pleno de la decisión respectiva. Lo contrario supone la 
negación misma de este derecho."29  

97. Por lo tanto, las autoridades están obligadas a ejecutar las sentencias, 
fallos y resoluciones emitidas por instancias tanto judiciales como 
administrativas para garantizar un efectivo derecho de acceso a la justicia, 
"el derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento jurídico 
interno del Estado Parte permite que una decisión judicial final y obligatoria 
permanezca ineficaz en detrimento de una de las partes",30 no se 
protegerían efectivamente los derechos declarados y se negaría el acceso 
a la justicia por parte de las autoridades que desacaten las resoluciones.  

98. Asimismo, las resoluciones deben ser acatadas sin dilación, ya que el 
"cumplimiento de la sentencia forma parte del propio derecho de acceso 
a la justicia, (...) por lo que el Estado está obligado a garantizar que las 
sentencias se cumplan en un tiempo razonable”.31 Por lo tanto, los recursos 
y, en general, el acceso a la justicia dejan de ser efectivos, si hay una 

                                                           
29 Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, sentencia de 7 de febrero de 2006, párr. 216, 217 y 220. 

Caso Baena Ricardo y otros. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, párr. 73, 79. 

30 Corte ID H. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. sentencia de 7 de febrero de 2006, párr. 219.  

31 Cancado Trindade, Antonio A., Voto concurrente en el Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, párr. 3 y 4.  
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demora prolongada en la ejecución de los fallos, violando incluso el 
derecho en cuestión.32   

99. Ahora bien, la ejecución de las resoluciones cobra mayor relevancia, 
cuando es el propio Estado quien las incumple, o simula cumplirlas. En este 
sentido la Comisión interamericana de Derechos Humanos ha señalado 
que:  

99.1. “La obligación del Estado de garantizar el cumplimiento de los 
fallos judiciales adquiere especial importancia cuando quien tiene que 
cumplir la sentencia es un órgano del Estado, sea del poder ejecutivo, 
legislativo o judicial, provincial o municipal, de la administración central 
o descentralizada, de empresas o institutos públicos, o cualquier otro 
órgano similar, pues tales órganos forman también parte del Estado y 
suelen tener privilegios procesales, como por ejemplo la 
inembargabilidad de sus bienes. Dichos órganos pueden tener una 
inclinación a usar su poder y sus privilegios para tratar de ignorar las 
sentencias judiciales dictadas en contra de ellos”.33  

100. En el caso de 5 Pensionistas vs Perú, la CrIDH, fija un modelo 
importante, en materia de ejecución de sentencias y de lo que implica 
para las víctimas tener que realizar acciones adicionales para su 
cumplimiento:  

100.1. “El derecho a la tutela judicial efectiva contemplado en el artículo 
25 de la Convención Americana, y concretamente, la obligación a que 
se refiere el inciso 2.c) de dicho artículo, respecto a la obligación de los 
Estados de “garantizar el cumplimiento por las autoridades 
competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso", Implica que los Estados deben hacer cumplir tales decisiones 
de buena fe y de manera Inmediata, sin dar lugar a que los afectados 
tengan que Intentar acciones adicionales de cumplimiento, de 
responsabilidad penal, administrativa o de otra índole, ni ningunas otras 

                                                           
32 Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 

2006. Serie C No. 141, párr. 128. 

33 CIDH. Informe No. 110/00, Caso 11.800 César Cabrejos Bernuy vs. Perú, 4 de diciembre de 2000, párr. 31. 
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acciones similares que, en definitiva, denotan dilaciones en el 
cumplimiento inmediato de la sentencia favorable a derechos 
fundamentales…”.34   

101. Aunado a lo anterior, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, ha sostenido que el incumplimiento de una sentencia, resolución 
o fallo firme, configura una violación continuada al derecho al acceso a la 
justicia, es decir al artículo 25 de la Convención Americana, y aquellos que 
tutelan derechos sociales tales como el de seguridad social, puede llegar a 
caracterizar una violación al artículo 26 de la citada Convención, 
correspondiente al desarrollo progresivo de los DESC.35      

102. Ahora bien, en el orden jurídico nacional, el derecho de acceso 
efectivo a la justicia se encuentra previsto en el artículo 17 de la 
Constitución Federal, al señalar que los Tribunales estarán expeditos para 
impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes y que las leyes 
federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 
garantice la plena ejecución de sus resoluciones.  

103. Por lo tanto en nuestro País, el acceso a la justicia es un derecho 
fundamental; y para que éste se concrete en la esfera jurídica de los 
gobernados, es necesario que se manifieste en dos aspectos que se 
complementan: el formal que se refiere a la obligación de las autoridades 
de dar respuesta de manera pronta, completa, imparcial y gratuita a las 
solicitudes de los particulares, respetando las formalidades del 
procedimiento, resolviendo conforme a derecho proceda; y el material 
que se refiere a la obligación de la autoridad de hacer cumplir sus 
resoluciones, sobre todo cuando esta ha sido favorable a una de las partes 

                                                           
34 CIDH. El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. Estudio de los 

estándares fijados por el sistema Interamericano de Derechos Humanos, OEA/Ser.L/V/II,129, Doc. 4, 7 de 
septiembre de 2007, párr. 309.  http://www.cidh.org/pdf%20files/ACCESO%20A%20LA%20JUSTICIA%20DESC.pdf; (Página 
consultada el 12 de octubre de 2018). Alegatos de la CIDH en el Caso Cinco Pensionistas Vs. Perú, Sentencia de 
28 de febrero de 2003. (Fondo, Reparaciones y Costas), CrIDH, párr. 122. 

35 CIDH. El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. Estudio de los 

estándares fijados por el sistema Interamericano de Derechos Humanos, OEA/Ser.L/V/II,129, Doc. 4, 7 septiembre 
2007, párr. 333 http://www.cidh.org/pdf%20files/ACCESO%20A%20LA%20JUSTICIA%20DESC.pdf; (Página consultada el 12 de 
octubre de 2018. 
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y con mucho mayor razón cuando las autoridades y/o servidores públicos 
son quienes tiene la obligación de cumplirlas.  

104. En este sentido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señala que 
para poder decir que se respeta este derecho fundamental, previsto en el 
artículo 17 de la Constitución Federal, no solamente basta dar respuesta al 
gobernado en los términos de ley, sino que es indispensable que se atienda 
el aspecto material o subgarantía de “ejecución de resoluciones” o de 
“justicia cumplida”, que otorga a los gobernados el derecho de que los 
fallos dictados por las autoridades jurisdiccionales se cumplan a 
cabalidad.36  

105. Por lo tanto el Estado incumple su obligación de garantizar que los 
fallos se cumplan de manera pronta y viola el derecho de acceso efectivo 
a la justicia, cuando las autoridades condenadas en la resolución se 
abstienen de cumplir con lo ordenado en el fallo, cuando existen trámites 
extraordinarios y otras acciones adicionales y dilatorias para lograr dicha 
ejecución, cuando “falten los medios para ejecutar sus decisiones o por 
cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de 
justicia”.37    

106. En el presente caso se constatan violaciones al derecho de acceso 
efectivo a la justicia, por parte de la Secretaría de Salud y/o Instituto de 
Salud en el Estado, toda vez que si bien es cierto, el 09 de febrero de 2016, 
V fue reinstalada en su puesto laboral, en los términos y condiciones en los 
que se venía desempeñando, como resultado de la conciliación 
celebrada entre las partes y en cumplimiento al Acuerdo emitido el  30 de 
enero de 2016, por la Junta Especial número Tres de la Local de 
Conciliación y Arbitraje en el Estado, derivado del Expediente 
J/O/421/2014;  también lo es que desde esa fecha en que comenzó a 
laborar, hasta la actual, no le han sido respetados ni garantizados los 
derechos y prerrogativas que prevén los ordenamientos constitucionales, 

                                                           
36 162163. XXXI.4 K. Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Pág. 1105. 

37 Corte lnteramericana de Derechos Humanos. Caso Fornerón e hija vs. Argentina, sentencia de 27 de abril de 

2012, párr. 107.  
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convencionales y legales en la materia, como se ha señalado en el inciso 
A) de la presente Recomendación; sin contar con un razonamiento legal 
que justifique su actuar, lo que hace pensar a esta Comisión Estatal, que 
dicha reinstalación se llevó a cabo de manera simulada, ya que a más de 
dos años de llevarse a cabo, no se ha otorgado a V los derechos laborales 
que le corresponden.  

107. De la misma manera se hace notar que derivado de la falta de pago 
del salario y demás prestaciones laborales, V presentó nuevamente 
demanda laboral ante la Junta Especial número Tres de la Local de 
Conciliación y Arbitraje, con fecha 07 de marzo de 2017, recayéndole el 
número de Expediente J/0/373/2017; siendo proporcionadas por V a la 
Visitadora Adjunta de este Organismo, copias fotostáticas de las 
Constancias recaídas a la Audiencia de Conciliación, Demanda y 
Excepción, en las que se advierte el común acuerdo de las partes para 
diferir dicha Audiencia, por encontrarse en pláticas conciliatorias; las 
cuales van del 04 de mayo del 2017 al 18 de octubre de 2018.  

108. Con lo cual se puede presumir el retardo y entorpecimiento de la 
Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, para proporcionar a 
V su salario y las prestaciones laborales a las que tiene derecho. Toda vez 
que de la misma forma, ante esta Comisión Estatal, desde el inicio de la 
queja dicha institución a través de AR2, Subdirector de Asuntos Jurídicos, 
manifestó siempre su voluntad de solucionar en la vía conciliatoria el 
presente asunto, llegando incluso el 07 de junio de 2018, a referir que se 
encontraban ya realizando diversas gestiones y que se podía realizar un 
convenio de pago en el que dependiendo del cálculo se podía pagar el 
50% en una sola exhibición y el resto en pagos diferidos, además de 
otorgarle a V su alta al ISSSTE, para que recibiera la atención médica que 
le correspondía, quien con el ánimo de solucionar el asunto accedió a 
dicho convenio, el cual según lo manifestado por AR2 a la Visitadora 
Adjunta, se podría realizar del 01 al 14 de julio de 2018; lo cual se corrobora 
con las actas circunstanciadas levantadas por la Visitadora Adjunta que 
tramitó el expediente y que fueron señaladas en el Capítulo de Evidencias 
de la presente Recomendación. Sin que hayan remitido documental 
alguna o el informe respectivo a este Organismo con el que acreditaran 
dichas gestiones.    
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109. Y como se precisó anteriormente, no se conocen las causas, 
fundamentos y motivaciones por las cuales la Subdirección de Recursos 
Humanos de esa Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, ha 
sido omisa en otorgar a V, todas y cada una de las prestaciones laborales 
a las que tiene derecho, lo anterior como consecuencia de la falta de 
rendición de informes por parte de dicha autoridad, quien ha incumplido 
la obligación que tiene como servidora pública de informar de manera 
circunstanciada a este Organismo Estatal, sobre los hechos materia de la 
queja; por lo tanto es que se destaca el trato desigual que se tiene para 
con V, ya que en el mismo centro de trabajo, existen trabajadores que si 
perciben las prestaciones y otra (V) a quien  se le niegan.  

110. Conviene señalar que la intención de esta Comisión Estatal no 
trastoca el contenido del Acuerdo antes señalado, ni las resoluciones que 
la Junta Especial número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, 
pudiera emitir en el presente caso, que son actos eminentemente 
jurisdiccionales, ni ningún otro acto de dicha naturaleza; sino que sólo 
atiende a que se realicen las acciones administrativas necesarias para 
lograr que dichas resoluciones se cumplan a cabalidad, y no de manera 
parcial y simulada, como en el presente caso acontece.   

 Responsabilidad Institucional y de los Servidores Públicos.  

111. El artículo 1° de la Constitución Federal, establece claramente que: 
“todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley.”     

112. Esas obligaciones establecidas constitucionalmente, también se 
encuentran reconocidas por diversos tratados y convenciones 
internacionales en materia de derechos humanos, los cuales han sido 
suscritos y ratificados por el Estado mexicano, por lo tanto su observancia 
es obligatoria.  
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113. Cuando el Estado omite el cumplimiento de esas obligaciones, 
faltando a la misión que le ha sido encomendada, en agravio de quienes 
integran no solamente su sociedad, sino también de quienes forman parte 
de su esfera laboral, es ineludible que se genera una responsabilidad 
institucional, con independencia de aquella que corresponda de manera 
particular a las personas servidoras públicas, a quienes les compete de 
manera directa tal obligación de acuerdo al marco jurídico aplicable el 
despliegue de acciones específicas para hacer efectivos esos derechos.38  

114. En la presente Recomendación ha quedado expuesta la 
responsabilidad de servidores públicos estatales, por la violación de los 
derechos humanos al Trabajo Digno o Decente, a un Nivel de Vida 
Adecuado, a la Salud y al Acceso Efectivo a la Justicia en agravio de V.  

115. Esta Comisión Estatal advierte con preocupación que la Secretaría de 
Salud y/o Instituto de Salud en el Estado, incurrió en una responsabilidad 
institucional, porque frente a la situación violatoria de los derechos 
humanos laborales de una de sus trabajadoras, omitió cumplir de manera 
adecuada sus obligaciones y llevar a cabo las acciones necesarias para 
garantizar, proteger, respetar y promover los derechos humanos.    

116. De las investigaciones realizadas por este Organismo, se advierten 
diferentes situaciones que dan sustento a la responsabilidad institucional 
por parte de dicha autoridad, entre las cuales resaltan las siguientes:  

- Omisión de garantizar el derecho de acceso efectivo a la justicia de 
V, al no cumplir a cabalidad el Acuerdo de fecha 30 de enero de 
2016 donde se ordena no sólo la reinstalación de V, sino además en 
los términos y condiciones en que se venía desempeñando y con 
todos los derechos y prerrogativas que prevé la Ley Federal del 
Trabajo.     
 

- La omisión, negativa y/o obstrucción de AR1 y/o del personal 
adscrito a la Subdirección de Recursos Humanos, encargado de 
hacer efectivas las prestaciones laborales de V, quien a más de dos 

                                                           
38 CNDH, Recomendación 039/2017 párr. 420. 
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años de su reinstalación no ha sido dada de alta y por ende no 
puede gozar de los derechos que como trabajadora le 
corresponden, y que se han señalado en los incisos anteriores.  
 

- El incumplimiento a lo establecido en el artículo 77 de la Ley de la 
CEDH, que establece la obligación para todas las autoridades, 
dependencias y entidades de los poderes estatales y gobiernos 
municipales de proporcionar veraz y oportunamente, la información 
y documentación que solicite esta Comisión Estatal, por parte de 
AR1.   
 

- El retardo y entorpecimiento malicioso o por negligencia por parte 
de esa Institución a través de AR2, Subdirector de Asuntos Jurídicos 
y/o de quien resulte responsable, para proporcionar a V su salario y 
prestaciones laborales, ante la promesa de atender el asunto en la 
vía conciliatoria, tanto ante este organismo como ante la Junta 
Especial número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje.   
 

- Omisión de respetar y garantizar las normas internas, como la Ley 
Federal del Trabajo, y las normas internacionales de derechos 
humanos que reconocen los derechos de las personas a un trabajo 
digno o decente, a un nivel de vida adecuado y a la salud.  

117. Estas omisiones sustentan el incumplimiento de las obligaciones del 
Estado que, a través de sus instituciones, no garantizó de manera efectiva 
los derechos humanos laborales de V, contribuyendo a dificultar sus 
circunstancias de vida.  

118. Por lo tanto ante la responsabilidad por las omisiones en que 
incurrieron AR1, AR2, y/o el personal que resulte responsable, relacionadas 
con los presentes hechos, contravienen además el contenido del artículo 7 
fracciones I y VII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Chiapas; el cual señala: 

118.1. “… Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, 
objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, 
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integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el 
servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los 
Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones 
jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben 
conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus 
funciones, facultades y atribuciones.  

(…)  

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
establecidos en la Constitución…”.    

119. Por lo que se cuenta con elementos suficientes para que el Órgano 
Interno de Control de esa Secretaría de Salud y/o Instituto de Salud en el 
Estado, inicie el procedimiento de investigación correspondiente para que 
se resuelva acerca de su responsabilidad.    

120. No dejando de lado la importancia que reviste, que las 
investigaciones que se inicien con motivo de los hechos referidos en la 
presente Recomendación se lleven a cabo de manera completa, 
imparcial, efectiva y pronta de los hechos, para determinar la 
responsabilidad de los servidores públicos que participaron en los mismos, 
con el objeto de aplicar efectivamente las sanciones administrativas que la 
ley prevé.  

V. REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO  

121. Una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano, para lograr la 
reparación del daño derivado de la responsabilidad profesional e 
institucional, consiste en plantear la reclamación ante el órgano 
jurisdiccional competente, y otra vía lo es el sistema no jurisdiccional de 
protección de derechos humanos de conformidad con lo establecido en 
los artículos 1° párrafo tercero de la Constitución Federal, 4º tercer párrafo 
y 98 párrafo catorceavo fracción XIII de la Constitución Local, 1º párrafos 
tercero y cuarto, 2, fracción I, 7, fracciones II y V, 26, 27, fracciones II, III, IV y 
V, 62 fracción I, 64, fracción II, 65 inciso c), 73, fracción V, 75 fracción IV, 88 
fracción II, 88 Bis, fracciones I y III, 96, 97, fracción I, 110, fracción IV, 111, 
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fracción I, 112, 126, 130 y 131, de la Ley General de Víctimas, 1 y 2 de la Ley 
de Víctimas para el Estado de Chiapas; y 66 párrafos tercero, cuarto y 
quinto de la Ley de la CEDH.  

122. Los cuales prevén la posibilidad de que al acreditarse una violación a 
los derechos humanos atribuible a un servidor público del Estado, la 
Recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las 
medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los afectados 
en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños 
y perjuicios que se hubieren ocasionado, para lo cual el Estado deberá 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en 
los términos que establezca la ley. 

123. La reparación integral del daño que se causa con motivo de las 
violaciones a los derechos humanos es un principio altamente reconocido 
tanto a nivel interno, como a nivel internacional. Es un imperativo fundado 
en el Derecho Internacional Público que implica que toda violación de 
una obligación que haya producido un daño comporta un deber de 
repararlo adecuadamente, -restitutio in integrum-.39  

124. El concepto de reparación integral implica "el restablecimiento de la 
situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, 
así como una indemnización como compensación por los daños 
causados". Asimismo, en algunos casos, las reparaciones deben tener una 
vocación transformadora de las situaciones estructurales o sistémicas que 
vulneran los derechos fundamentales, de tal forma que "las mismas tengan 
un efecto no sólo restitutivo sino también correctivo".40  

125. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que la 
naturaleza y monto de la reparación ordenada “dependen del daño 

                                                           
39 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y 
costas. Sentencia de veintiuno de junio de mil novecientos ochenta y nueve. Serie C No. 9, párrafos 25 y 26.  

 

40 Corte IDH. Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párrafo 450.  
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ocasionado en los planos tanto material como inmaterial”. Las 
reparaciones "no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento 
para la víctima o sus familiares, y deben guardar relación directa con las 
violaciones declaradas", habida cuenta que una o más medidas pueden 
reparar un daño específico "sin que éstas se consideren una doble 
reparación".41 Es así ya que la obligación que permite reparar las 
violaciones a los derechos humanos, no se limita a cualquier tipo de 
reparación, sino a una de carácter integral, la cual siempre debe ser 
apropiada y proporcional a la gravedad de la violación sufrida y tomando 
en cuenta las circunstancias de cada caso.      

126. En este tenor, “el daño material está constituido por el daño 
emergente, esto es, las consecuencias patrimoniales que derivan de la 
violación, en forma directa: un detrimento y/o una erogación más o menos 
inmediatos y en todo caso cuantificables”.42  

127. Por lo tanto la reparación integral del daño es un derecho 
fundamental que tiene toda persona a que se restablezca su dignidad y 
las autoridades estatales deben reparar los daños de manera integral y 
efectiva, incluyendo la compensación; toda vez que ese restablecimiento 
de la dignidad de la víctima es el fin de su actuación.  

128. Lo anterior se encuentra reconocido por el artículo 5 de la propia Ley 
General de Víctimas que prevé: "en virtud de la dignidad humana de la 
víctima, todas las autoridades del Estado están obligadas en todo 
momento a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin de su 
actuación. Igualmente, todas las autoridades del Estado están obligadas a 
garantizar que no se vea disminuido el mínimo existencial al que la víctima 
tiene derecho, ni sea afectado el núcleo esencial de sus derechos". 

129. En el caso de V, al ser víctima de violación a su derecho al trabajo 
digno o decente, y al derecho de acceso efectivo a la justicia, trajo como 

                                                           
41 Ídem. 

42 “La Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Sergio García Ramírez. Pg. 309. Tomo III.   
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consecuencia la violación de otros derechos humanos relacionados con 
un nivel de vida adecuado y a la salud, que constituyeron diversos daños 
materiales e inmateriales en su agravio, los cuales deben repararse a través 
de las medidas de restitución, rehabilitación, indemnización, satisfacción y 
garantías de no repetición.  

130. Los hechos descritos constituyen una transgresión al deber de 
prevención de violaciones a los derechos humanos de V, por lo que se le 
deberá inscribir en el Registro Estatal de Víctimas, cuyo funcionamiento 
está a cargo de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas y/o 
en su defecto al Registro Nacional de Víctimas, a fin de que tengan 
acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 88 Bis fracción I, 96, 106 y 110, 
fracción IV, de la Ley General de Víctimas, así como los numerales 46 y 47 
de la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas, 

131. Con base en lo anterior, esta Comisión Estatal considera procedente 
la reparación de los daños ocasionados a la víctima en los siguientes 
términos:  

i. Rehabilitación  

132. De conformidad con la Ley General de Víctimas y la Ley de Víctimas 
para el Estado de Chiapas, se deberá realizar a V valoración psicológica, a 
fin de determinar si existe afectación por los hechos sufridos y brindar la 
atención psicológica que requiera, la cual en caso de ser necesaria, 
deberá ser proporcionada por personal especializado y prestarse de forma 
continua hasta su total sanación psíquica y emocional, a través de la 
atención adecuada al padecimiento que presente, atendiendo a su edad 
y sus especificaciones de género. Atención psicológica que deberá 
brindarse gratuitamente, de forma inmediata y en un lugar accesible para 
la víctima, con su consentimiento; para ello, se les brindará información 
previa, clara y suficiente. El o los tratamientos deberán ser provistos por el 
tiempo que sea necesario y, en su caso, incluir provisión de medicamentos.  

133. De la misma forma, atendiendo a la situación de salud que presenta, 
deberá brindársele de forma gratuita, la atención médica especializada 
que requiera, inclusive la provisión sin costo de medicamentos, estudios y/o 
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tratamientos, considerando sus circunstancias y necesidades particulares, 
hasta en tanto sea incorporada al régimen que la rige, y le sean 
proporcionadas las prestaciones sociales a que tiene derecho de acuerdo 
con la ley y los reglamentos en vigor. Entendiéndose que dicha protección 
incluye a su familia en caso de así requerirlo.      

ii. Satisfacción  

134. En el presente caso, la satisfacción comprende que el Órgano Interno 
de Control de esa Institución, inicie la investigación respectiva con motivo 
de las violaciones a los derechos humanos cometidas en agravio de V, a 
fin de que, en su caso, se determine la responsabilidad administrativa que 
corresponda. 

135. Siendo importante precisar que toda vez que no fueron rendidos los 
informes correspondientes por el área de Recursos Humanos de esa 
Institución, no se cuenta con mayores elementos para identificar si alguien 
más del personal adscrito a dicha área o de la que corresponda, incurrió 
en omisión o negligencia en relación con los hechos de la presente queja, 
por lo tanto esa institución deberá investigar a fin de deslindar las 
responsabilidades correspondientes.  

136. De la misma forma por el incumplimiento a lo establecido en el 
artículo 77 de la Ley de la CEDH, que establece la obligación para todas 
las autoridades, dependencias y entidades de los poderes estatales y 
gobiernos municipales de proporcionar veraz y oportunamente, la 
información y documentación que solicite esta Comisión Estatal.  

iii. Restitución.  

137. La Ley General de Víctimas establece que las víctimas tendrán 
derecho a la restitución en sus derechos conculcados.43 Por lo cual 
deberán de realizarse las acciones legales y administrativas necesarias y 
eficaces para que V sea restituida en el goce de su derecho al trabajo 
digno o decente el cual contempla el pago de su salario devengado y 

                                                           
43 Art. 61 de la Ley General de Víctimas.  
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prestaciones económicas desde el 09 de febrero de 2016 a la fecha en 
que se realice el mismo, así como el goce y ejercicio de sus prestaciones 
sociales dentro del régimen que le corresponde; en los términos y 
condiciones establecidas por la autoridad laboral en el Acuerdo de fecha 
30 de enero de 2016, derivado del Expediente Laboral J/0/421/2014.  

iv. Medidas de no repetición   

138. Consisten en implementar las medidas que sean necesarias a fin de 
evitar la repetición de hechos violatorios de derechos humanos y contribuir 
a su prevención, por ello, el Estado debe adoptar todas las medidas para 
hacer efectivo el ejercicio de los derechos de V, sin omitir la importancia 
que reviste escuchar sus necesidades.  

139. Por lo cual deberá diseñarse e implementarse una capacitación 
dirigida a los servidores públicos relacionados con la presente queja, así 
como con el resto de su personal en todos los niveles. La capacitación 
debe tener en cuenta, entre otras cosas, los siguientes criterios: cuales son 
los derechos humanos laborales y las obligaciones que como servidores 
públicos tienen en relación con el respeto y garantía de los derechos 
humanos en el ámbito laboral, así como con los organismos públicos de 
derechos humanos en cuanto a la colaboración y rendición de informes.   

140. Dirigir una circular al personal de esa institución, para que, en el 
desempeño de su cargo, actúen atendiendo a los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia; así como cumplan a 
cabalidad lo estipulado en los artículos 77 y 78 de la Ley de la CEDH, que 
establece la obligación y colaboración para todas las autoridades, 
dependencias y entidades de los poderes estatales y gobiernos 
municipales de proporcionar veraz y oportunamente, dentro del ámbito de 
su competencia, la información y documentación que solicite esta 
Comisión Estatal.  

v. Compensación.  

141. La compensación consiste en reparar el daño causado, sea material o 
inmaterial. Por ello, se considera necesario que esa Secretaría de Salud en 
el Estado y/o Instituto de Salud en el Estado; en coordinación con la 
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Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas o en su defecto la Secretaría 
General de Gobierno del Estado, en términos del artículo transitorio décimo 
cuarto de la Ley General de Víctimas, otorguen una compensación y/o 
indemnización a V, por los gastos médicos comprobables generados por la 
enfermedad que padece “Meningioma Cervical”, los cuales manifestó 
ante este organismo ascienden a un total aproximado de $70,000.00 
(Setenta Mil pesos 00/100 M.N.), lo anterior derivado de la falta de 
inscripción al sistema de seguridad social que le corresponde.  

142. De la misma forma deberá compensar a V por los perjuicios 
ocasionados por la falta de pago de los salarios o percepciones 
correspondientes, tales como los intereses financieros comprobables 
derivados de los préstamos económicos que haya tenido que realizar para 
subsistir, durante el tiempo que no haya recibido su salario, en términos del 
artículo 65 inicio c), de la Ley General de Víctimas, así como los artículos 59, 
60, 61 y 65 de la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas, derivada de la 
violación a derechos humanos en que incurrieron los servidores y/o 
servidoras públicas de esa Institución.    

143. En consecuencia, esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos 
considera procedente formular, respetuosamente, a usted servidora 
pública encargada del despacho de la Secretaría de Salud y Dirección 
General del Instituto de Salud en el Estado, las siguientes:  

VI. RECOMENDACIONES.  

PRIMERA. Se instruya a quien corresponda, a fin de que en coordinación 
con la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, o en su defecto 
con la colaboración de la Secretaría General de Gobierno del Estado, de 
conformidad con el artículo transitorio décimo cuarto de la Ley General de 
Víctimas, se brinde a V, una reparación integral del daño conforme a la 
Ley General de Víctimas y la Ley de Victimas para el Estado de Chiapas, 
en los términos establecidos en el apartado de Reparaciones, de la 
presente Recomendación; debiéndose enviar a esta Comisión Estatal las 
constancias con que se acredite su cumplimiento.  

SEGUNDA. Inscribir a V en el Registro Estatal de Víctimas, cuyo 
funcionamiento está a cargo de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención 
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a Víctimas y/o en su defecto al Registro Nacional de Víctimas, a fin de que 
tenga acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 88 Bis fracción I, 96, 106 y 110, 
fracción IV, de la Ley General de Víctimas, así como los numerales 46 y 47 
de la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas, y se remitan a esta 
Comisión Estatal las constancias que acrediten su cumplimiento.  

TERCERA: Realizar las acciones legales y administrativas necesarias y 
eficaces, para restituir de manera inmediata a V, en el goce de su 
derecho al trabajo digno o decente, el cual contempla el pago de su 
salario devengado y prestaciones económicas desde el 09 de febrero de 
2016 a la fecha en que se realice el mismo, así como el goce y ejercicio de 
sus prestaciones sociales dentro del régimen que le corresponde; en los 
términos y condiciones establecidas por la autoridad laboral en el Acuerdo 
de fecha 30 de enero de 2016, derivado del Expediente Laboral 
J/0/421/2014.  

CUARTA: Se de vista al Órgano Interno de Control de esa Secretaría y/o 
Instituto de Salud en el Estado, para que se inicie procedimiento 
administrativo de investigación en contra de AR1, AR2, y/o el personal que 
resulte responsable, relacionados con los presentes hechos, a fin de 
determinar la responsabilidad de los servidores públicos que participaron 
en los mismos, con el objeto de aplicar efectivamente las sanciones 
administrativas que la ley prevé. Debiendo remitir a esta Comisión Estatal 
las constancias con que acrediten su cumplimiento.  

QUINTA: Instruya a quien corresponda la implementación de una 
capacitación dirigida a sus servidores públicos, en los términos establecidos 
en el apartado de Reparaciones de esta Recomendación, debiendo 
enviar a esta Comisión Estatal las pruebas de cumplimiento.  

SEXTA: Dirigir una circular al personal de esa institución, para que, en el 
desempeño de su cargo, actúen atendiendo a los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia; así como cumplan a 
cabalidad lo estipulado en los artículos 77 y 78 de la Ley de la CEDH, que 
establece la obligación y colaboración para todas las autoridades, 
dependencias y entidades de los poderes estatales y gobiernos 
municipales de proporcionar veraz y oportunamente, dentro del ámbito de 
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su competencia, la información y documentación que solicite esta 
Comisión Estatal.  

SÉPTIMA: Designar al servidor (a) público (a) que fungirá como enlace con 
esta Comisión Estatal, para dar seguimiento al cumplimiento de la presente 
Recomendación, y en caso de ser sustituido, deberá notificarse 
oportunamente a este Organismo Estatal.   

144. La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el 
artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito 
fundamental de hacer una declaración respecto de las conductas 
irregulares cometidas por servidores públicos en el ejercicio de las 
facultades que expresamente les confiere la ley como de obtener, en 
términos de lo que establece el artículo 1°, párrafo tercero, constitucional, 
la investigación que proceda por parte de las dependencias 
administrativas u otras autoridades competentes para que conforme a sus 
atribuciones, se apliquen las sanciones conducentes y se subsane la 
irregularidad de que se trate. 

145. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 67, segundo párrafo, 
de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, solicito a usted 
que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, 
se informe dentro del término de quince días hábiles siguientes a su 
notificación. De no hacerlo así, concluido el plazo, dará lugar a que se 
interprete que no fue aceptada.  

146. Con el mismo fundamento jurídico, le solicito, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta 
Comisión Estatal, dentro de un término de quince días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre su 
aceptación. 

147. Cuando las Recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por 
las autoridades o servidores públicos, la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa 
circunstancia y, con fundamento en los artículos 102, apartado B, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 27, 
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fracción XVIII y 70 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos, podrá solicitar al Congreso del Estado, su comparecencia a 
efecto de que explique el motivo de su negativa.  

 

 

LIC. JUAN JOSÉ ZEPEDA BERMÚDEZ 
                                                         PRESIDENTE 


